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OPINIÓN Nº 100-2009/DTN

Entidad:
Municipalidad de Cajamarca
Asunto:
Aplicación de la Ley N° 27767
Referencia:
Comunicación de fecha 22 de junio de 2009
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Secretario General del Ministerio de Agricultura solicita a este Organismo Supervisor absuelva diversas consultas relacionadas con la aplicación de la Ley N° 27767, Ley del Programa Nacional de Asistencia Alimentaria y la Ley de Contrataciones del Estado, aprobado mediante Decreto Legislativo N° 1017 las cuales podemos resumir en las siguientes inquietudes:

1.1 
Si la Ley N° 27767 es de aplicación obligatoria o se puede convocar esta compra por el procedimiento clásico, utilizado supletoriamente la Ley.

1.2 

De ser obligatoria la aplicación de la Ley N° 27767, deseamos saber hasta qué punto es aplicable ésta, ya que existen ciertas contradicciones ésta y la Ley.
2. ANÁLISIS

2.1 Con la finalidad de lograr el mayor grado de eficiencia en las contrataciones públicas -esto es, que las Entidades obtengan los bienes, servicios u obras necesarios para el cumplimiento de sus funciones, contratando en forma oportuna y bajo las mejores condiciones de precio y calidad- y la observancia de principios básicos que aseguren la transparencia en las transacciones, la imparcialidad de la Entidad, la libre concurrencia de proveedores, así como el trato justo e igualitario
, el artículo 76º de la Constitución Política dispone que la contratación de bienes, servicios u obras con fondos públicos se efectúe obligatoriamente por licitación o concurso, de acuerdo con los procedimientos y requisitos señalados en la ley.

En este sentido, la Ley de Contrataciones del Estado constituye la norma de desarrollo del citado precepto constitucional, dado que establece las reglas que deben observar las Entidades en las contrataciones que lleven a cabo erogando fondos públicos, constituyéndose de esta forma el régimen general de contrataciones del Estado.

Sin perjuicio de lo anterior, en virtud a la “reserva de ley” consagrada en el citado artículo 76º de la Constitución Política, pueden establecerse supuestos de excepción a la aplicación del citado régimen general de contrataciones del Estado, siempre que así lo disponga una norma con rango de Ley. 

2.2 
Con relación a lo anterior, debemos tener en cuenta que el artículo 2° de la Ley N° 27767, Ley del Programa Nacional de Asistencia Alimentaria
 señala lo siguiente:

“Artículo 2.- Adquisición directa de productos alimenticios locales o regionales
Todos los programas sociales de apoyo y seguridad alimentaria creados o por crearse, desarrollados o ejecutados por el Estado adquieren obligatoriamente anchoveta elaborada en conservas, seco-salada o salpreso, así como preferentemente papa en la costa y en la sierra, y yuca en la selva.


Todos los organismos del Estado prioritariamente adquieren en forma  directa productos alimenticios locales o regionales a los campesinos, nativos, productores individuales u organizados y microempresas agroindustriales de la región que utilizan insumos producidos en la zona, en condiciones de precios y calidad más favorable” (el subrayado es nuestro).
Asimismo, la citada Ley prescribe, entre otros, que las adquisiciones estarán a cargo de comisiones de adquisición en las que participará un representante de los productores (artículo 4°), que los precios a pagarse por los productos no serán menores a los costos técnicos de producción regional elaborados por el Ministerio respectivo (artículo 5°) y que el incumplimiento de lo dispuesto en dicha Ley constituye falta grave del servidor o funcionario público de la entidad compradora, quien o quienes son sancionados previo proceso administrativo cuando corresponda y sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal a que hubiera lugar (artículo 7°).
Por su parte, según lo dispuesto en el artículo 1° del Reglamento de la Ley 
N° 27767, aprobado mediante Decreto Supremo N° 002-2004-MIMDES, dicho cuerpo normativo “determina los procedimientos a que se sujetarán las Entidades que administren Programas de Apoyo Alimentario y Compensación Social para la adquisición de productos alimenticios nacionales, en el marco de dichos Programas, siempre que se ejecuten con recursos públicos”.
Aún más, de acuerdo con el artículo 3° del mencionado Reglamento: “Las Comisiones de Adquisición deberán obligatoriamente adquirir productos alimenticios nacionales a los pequeños productores locales, individuales u organizados, así como a las micro y pequeñas empresas agroindustriales quienes deberán utilizar insumos nacionales preferentemente producidos en la zona. Los productos alimenticios nacionales se detallan en el Anexo Nº 01 de la presente norma (…)”.

2.3 
En ese sentido, toda vez que la norma especial prima sobre las normas generales que regulan el mismo supuesto de hecho, cuando las Entidades que administran Programas de Apoyo Alimentario y Compensación Social deban adquirir productos alimenticios nacionales, la Ley N° 27767 (su Reglamento y demás normas complementarias) se aplica por sobre las reglas generales de contratación señaladas en la Ley de Contrataciones del Estado. 

Dicho de otro modo, mediante norma con rango de Ley, se ha dispuesto que las Entidades antes descritas adquieran directamente determinados bienes a los pequeños productores locales, individuales u organizados, así como a las micro y pequeñas empresas agroindustriales, lo que supone que aquellas se encuentran exentas de la obligación de realizar los procesos de selección a que se refiere la Ley de Contrataciones del Estado, así como de cumplir con las demás disposiciones previstas en dicha normativa.
En ese línea de argumentación, a las contrataciones que se efectúen en aplicación de la Ley N° 27767, no le son aplicables las distintas previsiones contempladas en la Ley de Contrataciones del Estado, tales como: los límites del valor referencial (artículo 33°), la calificación de los distintos tipos de procesos de selección según los montos involucrados (artículo 16°), la presentación de una garantía de seriedad de oferta como parte de la propuesta, la aprobación de Bases por parte del Titular de la Entidad (artículo 26°), así como tampoco resulta obligatorio registrar la información de los procedimientos de contratación en el Sistema Electrónico de Contrataciones del Estado – SEACE (artículo 68°)
.

2.4
En otro orden de consideraciones, con relación a la posibilidad de aplicar supletoriamente la Ley de Contrataciones del Estado a las contrataciones sujetas a la Ley N° 27767, debe indicarse que la aplicación supletoria
 de normas supone la existencia de una normativa que, siendo aplicable a determinada relación o situación jurídica de manera obligatoria, no regula un caso o supuesto particular (norma suplida), por lo que resulta necesario recurrir a otra normativa distinta con la finalidad de suplir la falencia o vacío existente (norma supletoria).

Al respecto, debe tenerse en cuenta que, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo VIII del Título Preliminar de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, en caso la Ley N° 27767 y sus normas complementarias presenten deficiencias y/o vacíos durante su ejecución, existe la obligación de recurrir a las fuentes supletorias del derecho administrativo.


En ese sentido, siendo la Ley de Contrataciones del Estado la norma general en materia de contratación pública, dicho cuerpo normativo (y sus normas complementarias) serán de aplicación supletoria a lo dispuesto en la Ley N° 27767, de forma tal que se debe asegurar, entre otros, la realización de los principios reconocidos en su artículo 4°.

3.
CONCLUSIONES

3.1 Cuando las Entidades que administran Programas de Apoyo Alimentario y Compensación Social deban adquirir productos alimenticios nacionales, resulta de aplicación obligatoria la Ley N° 27767 (su Reglamento y demás normas complementarias), la cual, en tanto norma especial, prima sobre lo dispuesto en la Ley de Contrataciones del Estado.
3.2 
La Ley de Contrataciones del Estado, en tanto norma general en materia de contratación pública, será de aplicación supletoria a lo dispuesto en la Ley N° 27767, de forma tal que se debe asegurar, entre otros, la realización de los principios reconocidos en su artículo 4°.

3.3 
A las contrataciones que se efectúen en aplicación de la Ley N° 27767, no le son aplicables las distintas previsiones contempladas en la Ley de Contrataciones del Estado, tales como: los límites del valor referencial (artículo 33°), la calificación de los distintos tipos de procesos de selección según los montos involucrados (artículo 16°), la presentación de una garantía de seriedad de oferta como parte de la propuesta, la aprobación de Bases por parte del Titular de la Entidad (artículo 26°), así como tampoco resulta obligatorio registrar la información de los procedimientos de contratación en el Sistema Electrónico de Contrataciones del Estado – SEACE (artículo 68°).

Jesús María, 30 de setiembre de 2009
JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN

Director Técnico Normativo
AFRR/.
� En principio, cabe precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley y la Segunda Disposición Complementaria Final de su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF. En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.





� Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 17 de mayo de 2004. Expediente Nº 020-2003-AI/TC.


� Según ha quedado redactado luego de la modificación dispuesta mediante Ley N° 29367.


� 	Sin embargo, según lo previsto en el artículo 8° de la Ley y el artículo 4° del Decreto Supremo N° 002-2004-MIMDES, las contrataciones que se efectúen en aplicación de la Ley N° 27767 deben ser incluidas en el Plan Anual de Contrataciones (PAC) de la Entidad.





� 	Entiéndase por supletoriedad la situación que implica la existencia de“(…) la norma uno, a la que le corresponde regular un hecho pero no lo hace, denominada suplida, y a la norma dos, que sí contiene una regulación para tal hecho, llamada supletoria”, las que comúnmente se conectan o vinculan a través de una remisión. NEVES MUJICA, Javier. Introducción al Derecho del Trabajo. Lima: Ara Editores, año 1997, Pág. 131 y 132.





